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Nuevo mazazo contra el real decreto 
que busca regular el negocio de los cen-
tros de datos en España. En esta oca-
sión ha sido la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia (CNMC) 
quien estima que algunas medidas son 
excesivas para las empresas del sector. 

El órgano dirigido ahora por Juan José 
Ganuza respalda el objetivo del Gobier-
no de regular el crecimiento de los cen-
tros de datos en España, pero conside-
ra que algunos requisitos del proyecto 
de real decreto son demasiado rígidos 
y podrían resultar ineficientes, despro-
porcionados o difíciles de cumplir. 

La CNMC tenía que publicar un in-
forme, como es habitual en los RD que 
atañen a sus competencias, y lo que pro-
pone es adaptar las obligaciones al fun-
cionamiento real del sistema eléctrico, 
reducir la incertidumbre regulatoria y 
evitar costes innecesarios para las em-
presas y los consumidores. 

En el principal punto de fricción con 
las empresas del sector, las exigencias 
de energía renovable, la CNMC cuestio-
na el diseño de los requisitos de adicio-
nalidad –que obligan a impulsar nueva 
generación renovable– y de correlación 
horaria, que vinculan el consumo eléc-
trico con la producción renovable en de-
terminadas horas. 

Considera que no tiene sentido exi-
gir nueva generación en periodos con 
excedentes renovables, vertidos de ener-
gía o precios muy bajos o negativos. Las 
obligaciones deberían concentrarse en 
las horas en las que el consumo adicio-
nal pueda elevar los precios, las emisio-
nes o las necesidades de respaldo. Tam-
bién pide reconocer alternativas como 

el almacenamiento, la reducción tem-
poral de potencia y la gestión flexible 
de la demanda. 

En cuanto plazos, la CNMC reclama 
más flexibilidad para acreditar la entra-
da en funcionamiento de la generación 
renovable adicional y para que los pro-
yectos que ya disponen de permisos 
cumplan los nuevos requisitos. Defien-
de una aplicación gradual para las ins-
talaciones avanzadas y un tratamiento 
específico de los retrasos ajenos a sus 
promotores. 

«Modificar el ritmo» 
Asimismo, en materia de inversiones, 
Competencia señala que «los requisitos 
introducidos por la propuesta podrían 
modificar el ritmo, el volumen o la lo-
calización efectiva de dicha demanda. 
En consecuencia, algunos proyectos ini-
cialmente considerados en los escena-
rios de planificación podrían retrasar-
se, redimensionarse, desplazarse terri-
torialmente o no llegar a materializarse 
en los términos inicialmente previstos». 

Spain DC, la patronal sectorial de los 
centros de datos, considera que «el in-
forme del regulador debe traducirse en 
una revisión sustancial de los requisi-
tos cuestionados. La asociación recuer-
da que numerosas cuestiones recogi-
das por la CNMC ya habían sido trasla-
dadas por el sector en sus alegaciones 
y reclama una interlocución técnica 
efectiva para concretar las correccio-
nes necesarias». 

«Las más de 600 alegaciones y los 
más de 15.000 folios presentados, a los 
que se suma ahora el informe de la 
CNMC, evidencian la amplitud de las 
advertencias sobre los riesgos de esta 
regulación», afirma Begoña Villacís, di-
rectora ejecutiva de Spain DC.

Competencia pide suavizar 
la regulación de los centros 
de datos ante el riesgo  
de fuga de inversiones

ALEGACIONES 

600  
El texto normativo ha 
recibido una cantidad 
de alegaciones 
histórica, ahora  
lo importante, y lo que 
espera el sector, es 
que muchas de esas 
cuestiones entren 
dentro del real 
decreto final.

Interior de un centro 
de datos. ABC

E
l Tribunal Supremo ha declarado nulo de 
pleno derecho el real decreto de universi-
dades con el que Pedro Sánchez y Diana 
Morant pretendían decidir arbitrariamen-

te quién puede abrir una universidad en España 
(entre los recurrentes figuraba la Universidad de 
las Hespérides, de la que formo parte como 
decano, de modo que el lector sabrá descontar mi 
satisfacción por la noticia). Y lo ha hecho sin 
entrar siquiera en el fondo de la cuestión: le ha 
bastado constatar que el Gobierno declaró 
urgente su tramitación para así saltarse la 
consulta pública previa que exige la ley. 

La urgencia solo procede ante circunstancias 
extraordinarias e imprevisibles, y las torpes 
excusas que invocó el Ejecutivo, el auge de las 
privadas y de la docencia virtual, son tendencias 
que llevan años gestándose al amparo de la 
regulación vigente sin que nadie haya acreditado 
daño alguno. Para colmo, la urgencia se decretó 
en abril de 2025 para que la norma rigiera al inicio 
del curso 2025-2026, pero no entró en vigor hasta 
el 28 de octubre, con las clases ya empezadas: seis 
meses de tramitación urgente para llegar tarde a 
la única fecha que justificaba tales prisas. 

Que el decreto caiga por la forma no resta un 
ápice a la buena noticia, pues lo que se lleva por 
delante es una norma infame en el fondo. Su 
preámbulo lamentaba que hayamos pasado de 
cuatro universidades privadas en 1983 a 46 hoy, o 
que el 26% de los universitarios estudie en 
formato virtual. Es decir, el problema, que para el 
Ejecutivo exigía una corrección urgente e 
inaplazable, era que centenares de miles de 
familias escogieran algo distinto de lo que el 
Gobierno quería que escogieran. Y, claro, si no 
puedes imponer que la gente escoja lo que tú 
deseas, impide que existan alternativas entre las 
que escoger. De ahí unos requisitos tan absurdos 
como un mínimo de 4.500 alumnos (Caltech, con 
unos 2.400, no podría existir en España); al 
menos 10 grados, 6 másteres y 3 doctorados, lo 
que proscribía las universidades especializadas; 
alojamiento para el 10% de los alumnos presen-
ciales, exigido por un Gobierno incapaz de 
resolver el problema de la vivienda; o un informe 
vinculante de la agencia de calidad cuyo silencio 
era negativo. 

Ninguno de estos requisitos mide la calidad de 
la enseñanza: todos encarecen el funcionamiento 
de las universidades para dificultar la apertura de 
nuevos centros. En economía eso tiene un 
nombre, barreras de entrada, y su función no es 
proteger a los estudiantes, sino a los competido-
res ya instalados frente a la aparición de mejores 
alternativas. Así que bien tumbado está el decreto. 

Es verdad que Sánchez ha anunciado que no se 
quedará de brazos cruzados. Pero repetir el 
procedimiento con su consulta pública le llevaría 
meses, así que acaso tenga la tentación de recurrir 
a un real decreto ley convalidado por una Diputa-
ción Permanente donde, con las Cortes disueltas, 
goza de una mayoría que no tenía en el Pleno. 
Sería un doble fraude constitucional, pues el 
decreto ley no puede afectar a los derechos del 
título I, entre ellos la libertad de creación de 
centros docentes que consagra el artículo 27.6. 
Pero de un Gobierno acorralado y con tintes 
autoritarios cabe esperar cualquier cosa.  ●

JUAN RAMÓN RALLO  
El Supremo entierra  

el decreto Sánchez-Morant
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